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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Accionante: 

OFFIR RAMÍREZ SERNA
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Magistrado Sustanciador: 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:
       

RELIQUIDACIÓN PENSIÓN / EXISTE OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / IMPROCEDENCIA. [C]omo bien lo señaló el juez de primer nivel, y contrario a lo sostenido tanto en la demanda como en la impugnación, no se advierte que la falta de reliquidación genere afectación del mínimo vital, puesto que la mesada pensional que actualmente recibe la actora asciende a $954.077, monto muy superior al salario mínimo, y de ello se infiere que ella y su núcleo familiar podrán solventar su condición económica hasta que se resuelva el trámite ordinario correspondiente, por lo cual no emerge como urgente e indispensable la intervención del juez constitucional. Aunque los anteriores razonamientos serían suficientes para confirmar la providencia impugnada, debe resaltarse que la actora no interpuso ningún recurso contra el acto administrativo que negó su petición de reliquidación, sino que optó por acudir directamente a la tutela, y en contraposición a lo referido por la apoderada de la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA, ésta no puede catalogarse como un sujeto de especial protección en razón de su edad -62 años-, acorde con lo que al respecto se expuso en la sentencia T-844/14, pronunciamiento en el que se precisó que el criterio para considerar a alguien de la “tercera edad” tratándose de temas pensionales, se requiere que haya alcanzado una edad superior a la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia por el DANE, correspondiente a 74 años.  Así las cosas, la Sala no encuentra reproche alguno al proveído del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, y en consecuencia se procederá a su confirmación.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (01) de junio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N° 495
                                                Hora:2:15 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA frente al fallo proferido por el Juez Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, con ocasión  de  la  acción  de  tutela impetrada contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA cotizó durante toda su vida laboral un total de 1.203 semanas, y en virtud de ello el ISS -hoy COLPENSIONES- mediante Resolución N° 1273 de marzo 01 de 2010 le reconoció la pensión de vejez bajo los parámetros de la Ley 100/93 con las modificaciones de la Ley 797/03, y le asignó como mesada la suma de $763.698.oo a partir de junio 23 de 2009; (ii) en cumplimiento de lo dispuesto en fallo judicial proferido por el Juzgado Primero Adjunto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Rda.), en Resolución N° 70289 de febrero 28 de 2014 COLPENSIONES reliquidó la citada prestación a $954.077, de acuerdo con lo establecido en el artículo 36 de la Ley 100/93, en concordancia con el acuerdo 049/90; (iii) en noviembre 24 de 2016 se solicitó ante la referida entidad una nueva reliquidación, en la que se tuviera en cuenta el tiempo que laboró en el sector público -entre 1992 y 1997- en aplicación a la sentencia SU-769/14, y las prerrogativas del citado Acuerdo 049, por cuanto se trata de una condición más favorable; (iv) COLPENSIONES en Resolución GNR359402 de noviembre 28 de 2016 decidió negar la pretensión; y (v) la omisión de la entidad afecta el derecho al mínimo vital y a los derechos adquiridos de la señora RAMÍREZ SIERRA, persona de la tercera edad, toda vez que esa prestación es el único ingreso con el que cuenta para solventar los gastos de ella y de su familia (vestuario, alimentación, servicios públicos, salud, medicamentos, educación, entre otros), los cuales superan el monto de lo que recibe, lo que hace que dicho ingreso sea insuficiente para su subsistencia. 
Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, debido proceso, seguridad social, igualdad, y protección especial de la tercera edad; en consecuencia, se le ordene a COLPENSIONES dejar sin efectos la resolución GNR 359402 de noviembre 28 de 2016, reajustar su mesada pensional a la suma de $1.385.189 a partir de junio 23 de 2009, acorde con lo establecido en el Acuerdo 049/90, con los incrementos anuales respectivos, y el pago del retroactivo correspondiente hasta el momento que se efectúe la cancelación de la obligación.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, el cual admitió la acción y corrió traslado a la entidad demandada.
La Gerente Nacional de Defensa Judicial de COLPENSIONES indicó que mediante Resolución GNR359402 de noviembre 28 de 2016 –transcribe el aparte pertinente- se negó la reliquidación pedida a favor de la accionante, acto administrativo en el que se consignó que debía tenerse en cuenta lo ordenado por el Juzgado Primero Adjunto del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Rda.) en fallo de octubre 20 de 2011, al que se dio estricto cumplimiento en la Resolución GNR 70289 de febrero 28 de 2014, y a consecuencia del cual se efectuó la reliquidación de la pensión de vejez que inicialmente había sido reconocida, por lo que opera el fenómeno de la cosa juzgada administrativa.
En esas condiciones, la negativa de la solicitud impetrada no es una actuación caprichosa de esa entidad, sino que obedece al acatamiento de lo dispuesto en una sentencia judicial, que al haber sido dictada por el juez competente se encuentra fundamentada en los principios de la buena fe, legalidad, seguridad jurídica y cosa juzgada; por tanto, COLPENSIONES no tiene responsabilidad en la transgresión de los derechos fundamentales invocados; por tanto, solicitó declarar improcedente la acción.
3.2- Dentro del término constitucional y legal el despacho profirió fallo en el que determinó que el amparo invocado es improcedente por cuanto la accionante no ha acudido a los mecanismos ordinarios para dirimir el conflicto existente, ni se demostró la existencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo de manera transitoria, ya que si bien con la demanda se aportaron facturas de servicios públicos domiciliarios, declaraciones extrajuicio y recibos de pago por concepto de matrícula de pregrado de la hija de la actora, de los mismos no se puede inferir un menoscabo patrimonial o la afectación del mínimo vital, puesto que la señora OFFIR recibe de manera puntual su mesada pensional por la suma de $954.077.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada de la tutelante interpuso recurso de alzada, y al efecto solicitó que se acceda a las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente: 

La negativa de reliquidación impacta de manera directa sobre las condiciones materiales de la vida digna de la accionante y su hija, por lo que la inminencia de un perjuicio irremediable es más que evidente, si se tiene en cuenta que la mesada pensional que recibe es tan solo un poco más del salario mínimo, cuyo monto se reduce a la mitad luego de los descuentos y del pago de servicios públicos, por lo que sus necesidades esenciales se pueden ver comprometidas, y por ello deben adoptarse medidas inmediatas y urgentes, las cuales solo se alcanzan en el caso particular por vía de la acción de tutela.

No comparte los argumentos del juez a quo, toda vez que centró su análisis solo en aspectos formales sin hacer ningún pronunciamiento de fondo sobre la pretensión invocada en la demanda, luego de lo cual concluyó que no advertía un perjuicio irremediable o afectación del mínimo vital, y que se cuenta con la jurisdicción ordinaria para ventilar ese tipo de conflictos, no obstante, considera que el trámite ordinario no es el más adecuado, ya que resultaría ineficaz y tardío para reclamar la prestación.

Tampoco le asiste razón al fallador en virtud de la jurisprudencia existente sobre el tema -sentencia SU769/14-, en la que la Corte Constitucional unificó los criterios al respecto, la cual debe ser acatada de manera obligatoria por las autoridades públicas y judiciales -tal como se precisó en la sentencia C-634/11 al cumplirse los presupuestos allí señalados, lo que sucede en el caso concreto.
Itera que su representada es una persona de la tercera edad, que no cuenta con otros ingresos adicionales a su pensión de vejez, y las circunstancias propias de su edad no le permiten ejercer alguna actividad que le genere ingresos, y los que recibe son insuficientes para cubrir sus necesidades básicas.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la tutela interpuesta por la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la situación fáctica planteada en la demanda de tutela, se evidencia que la pretensión principal está encaminada a que se protejan los derechos constitucionales al mínimo vital, dignidad humana, debido proceso, seguridad social, igualdad, y protección especial de la tercera edad, los cuales se estiman vulnerados por COLPENSIONES al haber negado la reliquidación pensional solicitada en noviembre 24 de 2016, con fundamento en la sentencia SU-769/14, y el Acuerdo 049/90; y, en consecuencia, se le ordene a COLPENSIONES dejar sin efectos la resolución GNR 359402 de noviembre 28 de 2016, y en consecuencia, reajustar la mesada pensional de la ciudadana OFFIR RAMÍREZ SIERRA a la suma de $1.385.189 a partir de junio 23 de 2009, con los incrementos anuales respectivos, y el pago del retroactivo correspondiente hasta el momento que se efectúe la cancelación de la obligación.
El tema de las pensiones por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices en relación con la procedencia de este excepcional mecanismo cuando se busque el reconocimiento de derechos prestacionales. 

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse escenarios especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que ésta sola situación sea suficiente para otorgar el amparo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. En tal virtud la posición del máximo órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela
. 
Ahora bien, no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata
.
En igual sentido la jurisprudencia del máximo órgano en materia constitucional
 ha determinado que este mecanismo constitucional en principio resulta improcedente para controvertir un acto administrativo por cuanto para ello debe acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, a no ser que los medios ordinarios resulten ineficaces o se esté ante la posibilidad de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, eventos en los cuales si es viable buscar la protección de los derechos que se estiman vulnerados por intermedio de la acción de tutela. 
Como se aprecia de la jurisprudencia en cita, ha sido clara la H. Corte Constitucional al indicar que la tutela se torna improcedente frente al reconocimiento de derechos de carácter pensional o para controvertir actos administrativos, en atención al principio de subsidiaridad que caracteriza este mecanismo y a la existencia dentro del ordenamiento jurídico de otros medios de defensa judicial ordinarios; no obstante, la acción de amparo se torna necesaria para evitar la vulneración de derechos fundamentales cuando pese a concurrir dichos medios se avizora que éstos no son eficaces ni idóneos para proteger los derechos fundamentales, o se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga imprescindible la intervención del juez de tutela.
En el evento objeto de estudio se tiene que a la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA le fue reconocida la pensión de vejez mediante Resolución N° 1273 de marzo 01 de 2010 por parte del ISS, prestación que le fue reliquidada por COLPENSIONES en Resolución N° 70289 de febrero 28 de 2014, en cumplimiento de lo dispuesto en fallo judicial proferido por el Juzgado Primero Adjunto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Rda.) fallo de octubre 20 de 2011.

La referida ciudadana en noviembre 24 de 2016 solicitó ante la citada entidad una nueva reliquidación, en la que pidió se tuviera en cuenta el tiempo que laboró en el sector público -entre 1992 y 1997- en aplicación de la sentencia SU-769/14, y las prerrogativas del Acuerdo 049/90, por cuanto se trata de una condición más favorable, la cual fue negada por COLPENSIONES en Resolución GNR359402 de noviembre 28 de 2016.

Al responder la presente acción, la Gerente Nacional de Defensa Judicial de COLPENSIONES señaló que lo solicitado no es procedente, por cuanto al haberse dado cumplimiento a una decisión judicial que ordenó la reliquidación pensional, el asunto debatido constituye cosa juzgada administrativa, y a ello obedece la negativa de la petición impetrada, por tanto, no existe vulneración de esa entidad a los derechos invocados en el amparo.
El juez de primer nivel concluyó que la acción es improcedente, toda vez que se cuenta con la vía ordinaria para dirimir el conflicto, y no se demostró la existencia o riesgo de un perjuicio irremediable, por cuanto no se advierte 

detrimento patrimonial ni afectación del mínimo vital de la tutelante, quien actualmente recibe su mesada pensional.

La parte actora se encuentra inconforme con lo resuelto porque en su criterio es inminente el riesgo de un perjuicio irremediable, ya que el salario que recibe la señora OFFIR como única fuente de ingresos no le alcanza para cubrir sus necesidades básicas y las de su familia. Adicionalmente, porque el funcionario no abordó de fondo el asunto, sino que analizó aspectos formales sobre la procedencia, sin tener en consideración que debe aplicarse al caso concreto la Sentencia SU-769/14 por cumplirse con los requisitos establecidos en dicho pronunciamiento.
En el trámite objeto de revisión se vislumbra la existencia de una controversia planteada entre COLPENSIONES y la accionante, por cuanto ésta última ha pretendido una nueva reliquidación pensional con fundamento en la citada sentencia de unificación, y en el Acuerdo 049/90, de conformidad con lo cual considera tener derecho a una mesada pensional de $1.385.189, pero la accionada no accedió a esa solicitud porque considera que existe cosa juzgada administrativa sobre el asunto, toda vez que la prestación ya fue reliquidada en cumplimiento de un fallo judicial que se encuentra en firme. En esas condiciones, no es la tutela el medio adecuado para ventilar el asunto, ya que al existir un debate jurídico de por medio que es de índole legal y no constitucional, por supuesto no es el juez de tutela el llamado a zanjarlo sino el juez ordinario debidamente establecido para ese efecto, de ahí que el fallador de instancia determinara su improcedencia, y no abordara de fondo el asunto, máxime que no se acreditó que dichos medios fueran ineficaces, o la existencia de un perjuicio irremediable.
Al respecto, como bien lo señaló el juez de primer nivel, y contrario a lo sostenido tanto en la demanda como en la impugnación, no se advierte que la falta de reliquidación genere afectación del mínimo vital, puesto que la mesada pensional que actualmente recibe la actora asciende a $954.077, monto muy superior al salario mínimo, y de ello se infiere que ella y su núcleo familiar podrán solventar su condición económica hasta que se resuelva el trámite ordinario correspondiente, por lo cual no emerge como urgente e indispensable la intervención del juez constitucional.

Aunque los anteriores razonamientos serían suficientes para confirmar la providencia impugnada, debe resaltarse que la actora no interpuso ningún recurso contra el acto administrativo que negó su petición de reliquidación, sino que optó por acudir directamente a la tutela, y en contraposición a lo referido por la apoderada de la señora OFFIR RAMÍREZ SIERRA, ésta no puede catalogarse como un sujeto de especial protección en razón de su edad -62 años-, acorde con lo que al respecto se expuso en la sentencia T-844/14, pronunciamiento en el que se precisó que el criterio para considerar a alguien de la “tercera edad” tratándose de temas pensionales, se requiere que haya alcanzado una edad superior a la expectativa de vida oficialmente reconocida en Colombia por el DANE, correspondiente a 74 años. 
Así las cosas, la Sala no encuentra reproche alguno al proveído del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital, y en consecuencia se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencias T-344/08 y T-043/14.


� Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional en la providencia T-740 de 2007.


� Sentencia T-338/10
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